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nombre de la República y por autoridad de la ley, NO ADMITE la demanda presentada por
el señor Jorge Odilio Sánchez contra el Director General de la Caja de Seguro Social.

Notifíquese.

(fdo.) ARTURO HOYOS
(fdo.) ANAIS BOYD DE GERNADO

Secretaria Encargada
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DEMANDA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA DE PLENA JURISDICCIÓN, INTERPUESTA POR EL LCDO.
EDUARDO II. SINCLAIR CRUISE, EN REPRESENTACIÓN DE CELINDA ESILDA GRAHAM DE NIÑO, PARA
QUE SE DECLARE NULA POR ILEGAL, LA NOTA Nº. 2299 S/PNAL DE 29 DE DICIEMBRE DE 1992,
EMITIDA POR LA JEFA DE PERSONAL DEL MINISTERIO DE GOBIERNO Y JUSTICIA, Y PARA QUE SE
HAGAN OTRAS DECLARACIONES. MAGISTRADO PONENTE: ARTURO HOYOS. PANAMÁ, VEINTIOCHO (28) DE
JULIO DE MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y TRES (1993).

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. SALA TERCERA (CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA).

VISTOS:

El Lcdo. Eduardo I. Sinclair Cruise, actuando en representación de Celinda E. de
Niño, ha presentado demanda contencioso administrativa de plena jurisdicción con el
objeto de que se declare nula por ilegal, la Nota Nº. 2299 S/pnal de 29 de diciembre de
1992, emitida por la Jefa de Personal del Ministerio de Gobierno y Justicia, y para que
se hagan otras declaraciones.

El Magistrado Sustanciador procede a examinar la demanda con el objeto de
determinar si la misma reúne los requisitos necesarios para su admisión.

Observa quien suscribe que la demanda presentada adolece de varios defectos.

En primer lugar, en la designación de las partes y sus representantes, el
apoderado judicial de la parte actora, omite señalar al Procurador de la Administración
como el funcionario a quien corresponde la defensa del acto impugnado, en representación
de la Administración.

En segundo lugar, al examinar la demanda se observa que la misma no cumple con
los requisitos establecidos en los artículos 44 y 46 de la Ley 135 de 1943, debido a que
la copia del acto impugnado no se encuentra debidamente autenticada ni acreditada su
notificación.

La notificación del acto impugnado es un requisito de importancia exigido por ley.
Todo acto administrativo impugnado requiere no sólo su autenticación sino la constancia
de la notificación del mismo para demostrar el agotamiento de la vía gubernativa. El
libelo de la demanda deberá acompañarse de estas constancias, pues de no ser así, la
misma se encontrará deficientemente propuesta. Incluso, estipula el artículo 46 de la
Ley 135 de 1943, que, de encontrarse imposibilitado de cumplir con lo establecido en el
artículo 44 de la ley en mención, el demandante podrá optar por enunciar las oficinas
donde se encuentra ubicado el original para que sea el Magistrado Sustanciador quien las
solicite previamente a la admisión de la demanda. En este caso, no se acreditó la
notificación ni se formula la petición expresa a que se refiere el artículo 46 antes
mencionado.

En tercer lugar, el apoderado judicial de la parte demandante presentó ante esta
Sala Tercera demanda mediante escrito fechado el 3 de mayo de 1993, por haberse agotado,
a su modo de ver, la vía gubernativa por silencio administrativo.

A juicio de quien suscribe, el apoderado judicial de la parte demandante incurre
en un grave error al considerar agotada la vía gubernativa pues no se ha comprobado el
silencio administrativo, requisito esencial para poder recurrir en demanda contencioso
administrativa ante esta Sala, a tenor de lo dispuesto en el artículo 42 de la Ley 135
de 1943. Si bien es cierto que la parte actora utilizó los recursos administrativos que
la ley dispone como son el recurso de reconsideración y el de apelación en subsidio y,
no recibió respuesta de los mismos, también es cierto que dentro de la demanda el
silencio administrativo no ha sido debidamente comprobado. Ha sido jurisprudencia
constante de esta Sala que el silencio administrativo alegado debe ser comprobado
mediante certificación o una constancia que indique que dicho recurso no ha sido
resuelto, o copia de un escrito en que se pida esa certificación.

En cuarto lugar, el Magistrado Sustanciador observa que la demanda no cumple con
el requisito previsto en el numeral 4 del artículo 28 de la Ley 33 de 1946, que requiere
que en aquélla se expresen las disposiciones que se estiman violadas y el concepto de
la violación. En este caso el demandante en algunas de las disposiciones citadas como
violadas, no transcribe el texto de las mismas y en otras no expone las modalidades en
que se ha producido la infracción la cual puede darse por violación directa,
interpretación errónea o indebida aplicación.

Por todo lo antes expuesto, lo procedente es, pues, no admitir la demanda.

En consecuencia, el Magistrado Sustanciador actuando en representación de la Sala
Tercera (Contencioso Administrativa) de la Corte Suprema, administrando justicia en
nombre de la República y por autoridad de la ley, NO ADMITE la demanda contencioso
administrativa de plena jurisdicción, interpuesta por el Lcdo. Eduardo Sinclair Cruise,
en representación de CELINDA ESILDA GRAHAM DE NIÑO, para que se declare nula por ilegal,
la Nota Nº 2299 S/pnal de 29 de diciembre de 1992, emitida por la Jefa de Personal del
Ministerio de Gobierno y Justicia, y para que se hagan otras declaraciones.

Notifíquese y Cúmplase.

(fdo.) ARTURO HOYOS
(fdo.) ANAIS BOYD DE GERNADO

Secretaria Encargada


